	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL
Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO

El ciudadano OCTAVIO MARÍN HERNÁNDEZ, representado por los abogados Joseph Franceschetti Uria y Jacqueline Blanco Bermúdez, demandó por cobro de indemnización por daños materiales y morales derivados de enfermedad profesional a la sociedad mercantil MANTENIMIENTO Y MONTAJES  INDUSTRIALES MASA, S.A., y solidariamente contra la empresa C.V.G. ELECTRIFICACIÓN DEL CARONÍ, C.A. (EDELCA), representadas por los abogados Alba Rosa Torrivilla Salazar y Reinaldo Jesús Guilarte Lamuño, respectivamente, ante el Juzgado Primero de Primera Instancia del Tránsito y del Trabajo del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar.

El Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito del Trabajo, de Protección del Niño y del Adolescente y en lo Contencioso Administrativo del mismo Circuito y Circunscripción Judicial, conociendo en apelación, dictó sentencia el 8 de septiembre de 2003, declarando con lugar la cuestión previa de cosa juzgada, sin lugar apelación ejercida por el demandante y con lugar la apelación opuesta por los co-demandados, modificando la sentencia apelada. 

Contra dicha decisión, el apoderado de la parte demandante anunció y formalizó recurso de casación. Hubo contestación a la formalización, sin réplica.

Recibido el expediente, se dio cuenta en Sala el 9 de octubre de 2003, y cumplidos los trámites de sustanciación, siendo ésta la oportunidad para decidir, lo hace la Sala bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter suscribe el presente fallo, en los términos siguientes:

RECURSO POR ERROR DE JUZGAMIENTO

Con fundamento en el artículo 313, ordinal 2° del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 320 eiusdem, se denuncia la infracción por parte de la recurrida de los artículos 3° de la Ley Orgánica del Trabajo, 6° y 1.395 del Código Civil y 89, numeral 2°, del texto constitucional. 

Señala la parte recurrente, que dichas normas fueron infringidas por la recurrida cuando declaró con lugar la existencia de la cosa juzgada, al considerar que había la triple identidad de sujetos, objeto y causa, entre la presente acción por indemnización de daños materiales y morales derivados de la enfermedad profesional sufrida por el demandante, y la transacción celebrada por ante la Inspectoría del Trabajo en la Zona del Hierro entre el demandante y  la empresa Mantenimiento y Montajes Industriales MASA, S.A., el 1° de noviembre de 2001, la cual fue debidamente homologada por el despacho administrativo.

Alega quien recurre que no existe tal triple identidad y consecuentemente, no hay cosa juzgada, pues no puede considerarse que hay una debida relación de los hechos y derechos involucrados en la transacción, cuando en la cláusula tercera del acuerdo transaccional, se expresa que el  trabajador  convino  en  recibir  la  cantidad  de  dos  millones  ciento  setenta  y nueve mil doscientos treinta y siete bolívares con cuarenta y cinco céntimos (Bs. 2.179.237,45), como una bonificación que cubría cualquier diferencia, y que por tal razón nada tenía que reclamar por daños y perjuicios, morales y materiales, derivados del hecho ilícito, indemnizaciones por responsabilidad civil, pagos e indemnizaciones previstos en la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo y su Reglamento Especial.

En consecuencia, señala quien recurre, que no estaban comprendidos en la transacción celebrada los conceptos ahora demandados como son: a) la indemnización prevista en el Parágrafo Segundo, ordinal 3° del artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo; b) la indemnización prevista en el Parágrafo Tercero del artículo 33 de la misma Ley; y, c) la indemnización por daño moral prevista en el artículo 1.185, 1.193 y 1.196 del Código Civil, y, consecuentemente, no se podía declarar con lugar la existencia de cosa juzgada.

La Sala observa:

Debe señalarse, tal y como se ha establecido en reiterada jurisprudencia, que el requisito de que se exprese en el texto del documento en el cual se refleja el acuerdo entre patrono y trabajador, los derechos que corresponden a este último comprendidos en la transacción, tiene como finalidad que éste pueda apreciar las ventajas o desventajas que la transacción produce, y estimar si los beneficios obtenidos justifican el sacrificio de alguna de las prestaciones previstas en la legislación o en los contratos de trabajo. 

Ahora bien, el cumplimiento de tal requisito resulta riguroso cuando se trata de una transacción extrajudicial, en la cual el Inspector del Trabajo, que inicialmente es totalmente ajeno al conflicto habido entre las partes de la relación de trabajo, debe tanto verificar la legalidad de un acuerdo que en un sólo y único acto se le presenta, así como velar porque el trabajador tenga pleno conocimiento y conciencia de su proceder, pues la mayoría de las veces no ha sido asistido jurídicamente.

Por ello es que la norma contenida en el Parágrafo Segundo del artículo 10 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo, ordena al Inspector del Trabajo la necesaria revisión de la transacción celebrada en su presencia, y no permite que la misma sea homologada inmediatamente sino que debe hacerlo dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a su presentación. 

En el caso de la transacción celebrada entre las partes del presente procedimiento, la Sala observa, que si bien las reclamaciones de indemnización por enfermedad profesional previstas en la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, y por daño moral prevista en el Código Civil, y que son el objeto de la presente demanda, no formaban parte del objeto central de dicha transacción, establecido en la cláusula tercera, no es menos cierto que tales conceptos sí estaban mencionados e incluidos en la cláusula cuarta del acuerdo transaccional como parte de la transacción.

En efecto, tal y como se señaló en el texto de la delación, en la cláusula cuarta del acuerdo transaccional, el hoy demandante declaró que nada quedaba a reclamar por concepto de daños morales y materiales derivados del hecho ilícito, indemnizaciones por responsabilidad civil y derechos, pagos e indemnizaciones previstos en la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, que son los conceptos que se demandan actualmente.

En este particular hay que destacar que, según se desprende del texto de la transacción, el trabajador estaba asistido por una profesional del derecho, y se presume que la misma, en un cabal y honesto ejercicio de su ministerio, informó al trabajador los alcances del acuerdo que se suscribía, los beneficios que obtenía y los derechos a los que renunciaba, por lo que se debe considerar como cierto que el trabajador y hoy demandante conocía cuáles son los derechos comprendidos en la transacción antes de suscribirla y pudo evaluar su conveniencia, que como se ha expuesto, ha sido la intención del legislador y del reglamentista. Igualmente resulta de los términos en que fue celebrada la transacción y de la propia actuación del funcionario, que los derechos del trabajador fueron velados por el Inspector del Trabajo.

En consecuencia, debe esta Sala considerar que al estar comprendidos los conceptos demandados en la transacción celebrada por las partes, sí existe la cosa juzgada alegada por los accionados.

Por las razones antes expuestas, se declara sin lugar la presente denuncia. 

DECISIÓN

Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara SIN LUGAR el recurso de casación anunciado y formalizado por la parte demandante, contra la sentencia de 8 de septiembre de 2003, dictada por el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo, de Protección del Niño y del Adolescente y en lo Contencioso Administrativo del Segundo Circuito de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar. 

Se condena en costas a la parte recurrente, en conformidad con lo establecido en los artículos 274 y 320 del Código de Procedimiento Civil.

Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Coordinación del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Bolívar, a los fines que lo envíe al tribunal correspondiente.

Dada  firmada  y  sellada  en  la  Sala  de  Despacho  de  la  Sala  de   Casación   Social   del   Tribunal   Supremo   de   Justicia,   en   Caracas,   a los cuatro  (04) días del mes de junio  de dos mil cuatro. Años: 194° de la Independencia y 145° de la Federación.

El Presidente de la Sala,

 

 

 

____________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

El Vicepresidente y Ponente,

 

 

 

__________________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

 

Magistrado,

 

 

 

__________________________

ALFONSO VALBUENA C.

 

El Secretario Temporal,

 

 

 

____________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA

 

R.C. N° AA60-S-2003-000799

Nota:     Publicada en su fecha a las

 

 

 

 

El Secretario Temporal

